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      Cronología


       


       


       


       


      
        
          
            	
              1930

            

            	
              1 de febrero. El general Berenguer releva a Primo de Rivera de la presidencia del gobierno. 
17 de agosto. En el Pacto de San Sebastián se decide la creación de un Comité Revolucionario que traiga la república a España.

            
          


          
            	
              1931

            

            	
              14 de abril. Tras las elecciones municipales del 12 de abril, se proclama la Segunda República española y Alfonso XIII marcha al exilio.
28 de junio. Triunfo de la coalición republicano-socialista en las elecciones generales.
9 de diciembre. Promulgación de la Constitución de la República española.

            
          


          
            	
              1932

            

            	
              10 de agosto. Rebelión del general Sanjurjo en Sevilla.
9 de septiembre. Ley de Bases para la Reforma Agraria.

            
          


          
            	
              1933

            

            	
              30 de enero. El presidente Hindenburg nombra canciller de Alemania a Adolf Hitler.
7 de septiembre. Caída del gobierno republicano-socialista presidido por Azaña.
19 de noviembre. El centrismo y la derecha triunfan en las elecciones generales en España.

            
          


          
            	
              1934

            

            	
              7-23 de octubre. Levantamiento revolucionario en España.
1 de diciembre. El asesinato de Serguéi Kírov en Leningrado ofrece la excusa para el inicio de las grandes purgas estalinistas.

            
          


          
            	
              1935

            

            	
              7 de mayo. José María Gil-Robles es nombrado ministro de la Guerra de un nuevo gabinete de Lerroux.
25 de julio. Se abre en Moscú el VII Congreso de la Komintern, que señala el inicio de la política de los Frentes Populares.
14 de diciembre. Nuevo gobierno en España, presidido por Manuel Portela Valladares.

            
          


          
            	
              1936

            

            	
              16 de febrero. El Frente Popular triunfa en las elecciones generales en España.
17 de julio. Inicio en Melilla del levantamiento militar que da lugar a la Guerra Civil española.
19-24 de agosto. Comienzo del «Gran Terror» en la Unión Soviética con el procesamiento de 16 presuntos miembros del «Centro Terrorista Trotsky-Zinóviev».
9 de septiembre. Constitución en Londres del comité encargado de supervisar el Acuerdo de No Intervención en la guerra de España.
1 de octubre. Franco es investido jefe del gobierno del Estado. Formación en Burgos de la Junta Técnica del Estado.
6 de noviembre. El nuevo gobierno republicano, presidido por Largo Caballero, se traslada a Valencia.

            
          


          
            	
              1937

            

            	
              19 de abril. Unificación forzada de las organizaciones políticas en la zona nacionalista.
15 de mayo. Tras los enfrentamientos entre fuerzas republicanas librados en Barcelona en los días 3 a 6 de mayo, cae el gobierno de Largo Caballero.
31 de octubre. El gobierno republicano de Negrín se traslada de Valencia a Barcelona.

            
          


          
            	
              1938

            

            	
              30 de enero. Primer gobierno de Franco.
6 de marzo. Promulgación del Fuero del Trabajo.
25 de julio. Inicio de la batalla del Ebro, el combate más largo y sangriento de la Guerra Civil.
29-30 de septiembre. La Conferencia de Múnich abre el camino a la desmembración de Checoslovaquia y sella la suerte de la República española.

            
          


          
            	
              1939

            

            	
              27 de febrero. Francia e Inglaterra reconocen al gobierno del general Franco.
27 de marzo. La España franquista se adhiere al Pacto Anti-Komintern.
28 de marzo-1 de abril. Caída de Madrid en poder de las tropas nacionalistas y fin de la Guerra Civil española.
1 de septiembre. Alemania invade Polonia. Inicio de la II Guerra Mundial.

            
          


          
            	
              1940

            

            	
              26 de enero. Ley de Unidad Sindical.
10 de mayo. Comienzo de la ofensiva alemana contra Francia.
14 de junio. Las tropas españolas ocupan Tánger.
25 de junio. Francia firma el armisticio en Compiègne.
27 de septiembre. Italia, Alemania y Japón firman el Pacto Tripartito.
23 de octubre. Entrevista de Franco y Hitler en Hendaya, en la que se aborda la posible entrada de España en la guerra.

            
          


          
            	
              1941

            

            	
              19 de mayo. Tercer gabinete de Franco, con predominio falangista.
21-22 de junio. Inicio del ataque nazi a la Unión Soviética en la Operación Barbarroja.
14 de agosto. Churchill y Roosevelt firman la Carta del Atlántico, que fija las bases de un nuevo orden mundial tras la guerra.
25 de septiembre. Creación del Instituto Nacional de Industria (INI).
8 de diciembre. Tras el ataque a Pearl Harbor, Estados Unidos entra en la II Guerra Mundial.

            
          


          
            	
              1942

            

            	
              20 de enero. Se celebra la Conferencia de Wansee, en la que los jerarcas nazis acuerdan la «Solución final al problema judío».
17 de julio. El régimen de Franco adopta una apariencia pseudoparlamentaria con la promulgación de la Ley de Cortes.
8 de noviembre. Operación Torch: los aliados desembarcan en Marruecos y Argelia.
16 de diciembre. Resolución de la Vicesecretaría de Educación Popular que da origen al NO-DO (Noticiarios y Documentales Cinematográficos).

            
          


          
            	
              1943

            

            	
              31 de enero. Capitulación del VI Ejército alemán en Stalingrado.
25 de julio. Mussolini es despojado del poder y detenido. Caída del fascismo en Italia.
8 de septiembre. Tras la firma del armisticio por Italia, ocho tenientes generales dirigen una carta a Franco, instándole a abandonar el poder y restaurar la monarquía.
1 de octubre. Franco impone el retorno a una «estricta neutralidad» en el conflicto mundial.

            
          


          
            	
              1944

            

            	
              6 de junio. Desembarco aliado en Normandía.
16-28 de octubre. Unos 6.000 o 7.000 combatientes republicanos cruzan la frontera pirenaica para establecer un foco de resistencia en el valle de Arán.

            
          


          
            	
              1945

            

            	
              4 de febrero. Conferencia de Yalta.
7-8 de mayo. Capitulación militar sin condiciones del Reich.
17 de julio. Promulgación del Fuero de los Españoles. Inicio de la Conferencia interaliada de Potsdam, que durará hasta el 2 de agosto.
6 de agosto. Lanzamiento de una bomba atómica sobre Hiroshima.
22 de octubre. Ley de Referéndum en España.

            
          


          
            	
              1946

            

            	
              24 de febrero. La ONU niega a España el ingreso en la organización, y el 27 de ese mes Francia cierra la frontera pirenaica. Inicio del aislamiento internacional del régimen franquista.
3 de noviembre. Se firma en Buenos Aires el Acuerdo Comercial Hispano-Argentino.
12 de diciembre. La resolución 39 (I) de la Asamblea General de la ONU condena políticamente al régimen franquista.

            
          


          
            	
              1947

            

            	
              7 de junio. Eva Perón llega en visita oficial a Madrid.
6 de julio. Se celebra el referéndum sobre la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado.

            
          


          
            	
              1948

            

            	
              25 de febrero. Tras el «golpe de Estado de Praga», los comunistas toman el poder en Checoslovaquia. Inicio oficial de la Guerra Fría.
4 de abril. Firma del Protocolo Franco-Perón.
24 de junio de 1948-12 de mayo de 1949. Bloqueo de Berlín.
9 de noviembre. Llega a Madrid don Juan Carlos de Borbón para continuar sus estudios en España, según el acuerdo establecido entre Franco y don Juan durante la entrevista del Azor del 25 de agosto.

            
          


          
            	
              1950

            

            	
              25 junio. Estallido de la Guerra de Corea.
1 de agosto. Estados Unidos aprueba el otorgamiento de un préstamo de 100 millones de dólares a España.
4 de noviembre. La resolución 386 de la ONU deja sin efecto las sanciones contra España. Retorno gradual de los embajadores.

            
          


          
            	
              1951

            

            	
              1 de marzo. Huelga de estudiantes en Barcelona, que el 16 desemboca en huelga general por la grave situación económica.
18 de julio. Nuevo gobierno de Franco, con predominio de los ministros tecnócratas.

            
          


          
            	
              1952

            

            	
              15 de junio. Desaparecen las cartillas de racionamiento en España.

            
          


          
            	
              1953

            

            	
              5 de marzo. Muerte de Stalin.
27 de agosto. El gobierno de Franco firma el Concordato con la Santa Sede.
26 de septiembre. Firma del «Pacto de Madrid», por el que el gobierno franquista concede facilidades al gobierno estadounidense para la instalación de bases militares en el país.

            
          


          
            	
              1955

            

            	
              27 de septiembre. España solicita el ingreso en la ONU y el 14 de diciembre se incorpora como miembro de la organización.

            
          


          
            	
              1956

            

            	
              9 de febrero. Enfrentamientos entre grupos falangistas y estudiantes en Madrid. Se decretan el estado de excepción y el cierre de la universidad. El día 16 se constituye un nuevo gobierno.
14-25 de febrero. En la clausura del XX Congreso del Partido Comunista de la Unión Soviética, el «discurso secreto» de Nikita Kruschev anuncia la desestalinización.
7 de abril. España reconoce la independencia marroquí.
23 de octubre-4 de noviembre. Insurrección popular en Hungría contra el dominio soviético.

            
          


          
            	
              1957

            

            	
              25 de febrero. Franco forma un nuevo gobierno en el que destacan los tecnócratas Mariano Navarro Rubio en la cartera de Hacienda y Alberto Ullastres en la de Comercio.
25 de marzo. Nace la Comunidad Económica Europea (CEE).

            
          


          
            	
              1958

            

            	
              20 de mayo. España ingresa en el Fondo Monetario Internacional (FMI) y en el Banco Mundial de Reconstrucción y Desarrollo (BIRD).

            
          


          
            	
              1959

            

            	
              1 de enero. Fidel Castro se hace con el poder en Cuba.
21 de julio. Se promulga el Decreto de Nueva Ordenación Económica, que da luz verde al Plan de Estabilización de la economía española.
31 de julio. El grupo cultural Ekin crea ETA.
21-23 de diciembre. Visita a Madrid del presidente Eisenhower.

            
          


          
            	
              1960

            

            	
              9 de marzo. Nueva entrevista entre Franco y don Juan de Borbón.

            
          

        
      

    

  


  
    
      Las claves del periodo


      Eduardo González Calleja


       


       


       


       


      El tracto histórico que abarca este cuarto volumen de la historia contemporánea de España se inicia y termina a una distancia cronológica similar —menos de tres lustros— del final de ambas guerras mundiales: acontecimientos referenciales de la historia mundial del siglo XX en los que España no participó de forma relevante, pero cuyas repercusiones determinaron la trayectoria histórica del país durante el resto de la centuria.


       


       


      El rastro de las guerras y el impacto de la violencia política


       


      Algunos autores contemplan el decurso del siglo XIX español, al igual que el de otros países de Europa del Sur, como una larga guerra civil que fue librada, de forma discontinua pero persistente, por las alternativas revolucionarias y contrarrevolucionarias al proceso de construcción del Estado liberal, en la que se alternaron periodos de combate abierto con etapas de tranquilidad más aparente que real. De estas confrontaciones han dado cumplida cuenta las anteriores entregas de esta serie. Ciertamente podría decirse algo parecido de nuestro siglo XX, que en su primera mitad tuvo en el hecho bélico (preferentemente nacional, como también lo fueron en gran parte los conflictos coloniales que jalonaron el periodo) uno de sus rasgos definitorios. Resulta ocioso señalar a la Guerra Civil de 1936 a 1939 como el acontecimiento histórico nodal de nuestra historia contemporánea, pero tal aseveración obliga a una reflexión preliminar sobre su significado histórico profundo.


      A pesar de la teórica neutralidad que España mantuvo en los grandes conflictos internacionales de la pasada centuria, el país vivió las secuelas de la I y la II Guerra Mundial sumido en el tercer ciclo bélico de su historia contemporánea, tras la etapa de conflictos revolucionarios de carácter nacionalista que tuvo lugar entre 1793 y 1840 y la etapa de querellas imperialistas que, iniciada entre 1859 y 1860, se prolongó hasta el Desastre de 1898. Ahora que la historiografía española está abandonando la mitología de la excepcionalidad y aborda con paso firme la reflexión comparativa, se ha de recalcar que ninguna de estas conflagraciones puede estudiarse aislada de las experiencias bélicas anteriores, ni marginada de los grandes conflictos europeos de la época, fueran éstos de carácter revolucionario, colonial o internacional. No cabe duda de que, en ese periodo de turbulencias que transcurre de 1909 a 1949, España se vio inmersa en un nuevo ciclo bélico que, sin abandonar del todo la caracterización de los dos anteriores, tuvo en su momento culminante una factura predominantemente social. Este ciclo se inició con el conflicto colonial en el norte de Marruecos (1909-1927), continuó con una atroz guerra civil (1936-1939) y culminó en una posguerra ficticia, jalonada de expediciones militares en el contexto de la II Guerra Mundial (el envío de la División Azul al frente oriental entre octubre de 1941 y noviembre de 1943) y de un prolongado conflicto insurgente como fue el «maquis»: secuela de la Guerra Civil, pero cuya fase culminante acaece entre octubre de 1944 y octubre de 1948. El ciclo se cierra en realidad una década más tarde, con el epílogo sangriento de la descolonización de Marruecos, que supuso «la última guerra de África» en Ifni y el Sahara; un conflicto olvidado que fue cuidadosamente ocultado por el franquismo a una opinión pública todavía sensibilizada por el recuerdo de la desastrosa Guerra del Rif.


      Aunque la peculiar fisonomía belicista del periodo histórico que nos ocupa entremezcla querellas nacionales y foráneas, la Guerra Civil se mantiene como punto de referencia en el análisis de una crisis global —de Estado, de sociedad, de cultura— que, por sus evidentes implicaciones ideológicas, aún se debate si retrotraer al conjunto de la época contemporánea (en este caso, se responsabiliza de la catástrofe al proceso de modernización liberal-capitalista), al primer tercio del siglo XX (la causa del mal sería la crisis del parlamentarismo liberal de la Restauración), a los años treinta (la crisis de las democracias representada en la Segunda República) o incluso a 1936 (en concreto, la frustración de la experiencia política del Frente Popular). La opción preferente de los autores del presente libro se inclina por una explicación a medio plazo que tenga presente el agotamiento de las experiencias políticas, sociales y culturales surgidas de las revoluciones burguesas decimonónicas, que fueron dominantes en el mundo occidental hasta la Gran Guerra, pero que sitúe la línea de falla en la primera posguerra mundial y, específicamente, en la coyuntura revolucionaria (operativa también para España) de 1917, con su momento álgido de confrontación en los años finales de la década de 1930 y los iniciales de la de 1940. En esta «crisis de entreguerras», el «caso» español no fue una excepción, sino la manifestación a escala nacional de una crisis global del capitalismo que, al igual que en el resto de Europa, enfrentó a la democracia liberal con las dos grandes alternativas de la época: la involución autoritaria, cuya deriva paroxística fue el fascismo, y la revolución socialista, proyectada en su extremo hacia el comunismo soviético. En España —sumida también en esta querella ideológica— se dieron en esos años de entreguerras todas las causas originarias de los comportamientos violentos que estaban presentes en el conjunto del continente y la casi totalidad de sus formas e instrumentos de actuación, principalmente en el insurreccionalismo (militar o no) sobre otros fenómenos subversivos, como la paramilitarización o el terrorismo. Pero lo llamativo fue que un país de Europa Occidental resolviera el conflicto inherente a la crisis del parlamentarismo liberal clásico a través de la solución límite que supone un enfrentamiento armado intenso en forma de guerra civil.


      Bien es cierto que esta anomalía no puede entenderse como una excepción. El enfrentamiento fratricida español puede enmarcarse como una fase concreta de ese proceso de «guerra civil europea» que, en su simplificación extrema, enfrentó a democracia, fascismo y comunismo. Fue el episodio quizá más notorio de una serie de conflagraciones intestinas que arrancó del desmoronamiento de los viejos imperios en 1918 (las guerras finlandesa, rusa e irlandesa), continuó con las vinculadas al apogeo y derrumbe de los fascismos (las guerras española y griega, además de las no declaradas oficialmente y que enfrentaron a fascistas y antifascistas en los procesos de resistencia a la ocupación y la ulterior depuración de colaboracionistas) y finalizó con las secuelas del fin del comunismo (guerras de la antigua Yugoslavia de 1991 a 1999). Pero el conflicto español se diferenció del resto por su intensidad relativa (que puede calcularse en la tasa de víctimas por habitante) y por la persistencia de la violencia mucho después de la finalización del conflicto armado convencional. Estas particularidades de la conflagración de 1936 a 1939 hacen necesaria una explicación que incorpore elementos propios de la evolución histórica del país en los 20 años anteriores a la guerra.


      No cabe duda de que la I Guerra Mundial abrió en España las puertas a un intenso y extenso ciclo reivindicativo (obrero, campesino, militar, nacionalista, democratizador…) que el pronunciamiento de septiembre de 1923 trató de yugular, acabando con un largo periodo de abstención en el uso de la violencia para lograr objetivos políticos. El mal ejemplo dado por Primo de Rivera erosionó de forma irreversible la adhesión social al régimen monárquico y legitimó los intercambios políticos por medio de la fuerza. El desprestigio de la monarquía y la apertura de una auténtica situación prerrevolucionaria a fines de los años veinte resultaron decisivos en la forja de una concepción verdaderamente «orgánica» de la violencia como factor que tener en cuenta en las tácticas políticas enfocadas hacia planteamientos subversivos, insurreccionales y de lucha armada. El fin de la dictadura a inicios de 1930 abrió una etapa completamente nueva: el pacto implícito para la autolimitación de la violencia política saltó hecho añicos, puesto que ya no se discutía el retorno a la normalidad constitucional, sino la misma supervivencia del régimen monárquico y la implantación de una legalidad sin deuda alguna con el pasado. El conato revolucionario de diciembre de 1930 marcó la pauta para un desarrollo mucho más metódico y despiadado de las luchas políticas, que sería la cruz con la que tuvo que cargar el régimen republicano desde el primer momento.


      A diferencia del carácter predominantemente sociolaboral de los conflictos violentos del periodo de 1909 a 1923, los enfrentamientos de los siguientes tres lustros tuvieron un sesgo eminentemente sociopolítico, ya que fueron dirigidos en buena parte al derrocamiento o a la transformación radical de los distintos regímenes que se fueron sucediendo. Otro rasgo de la violencia colectiva en esta etapa fue su carácter universalmente compartido. En uno u otro momento, casi todas las fuerzas políticas (nacionalistas vascos y catalanes, republicanos, anarcosindicalistas, comunistas, socialistas, carlistas, católicos e incluso figuras del Ancien Régime monárquico, apoyados en buena medida por la oficialidad de un ejército intensamente politizado y polarizado) se vieron tentadas de recurrir a la clandestinidad como modo de acción y de utilizar la fuerza como medio de ejecución de sus proyectos políticos, ya fueran reformistas, revolucionarios o contrarrevolucionarios. Pero, a la hora de dirimir el conflicto de dominación planteado durante la crisis de los años treinta, ninguna de las fuerzas político-sociales fue capaz de alcanzar una eficaz instrumentación de la violencia al servicio de un modelo político alternativo al marco democrático entonces vigente, debido a la carencia de proyectos históricos unitarios para la revolución o la contrarrevolución, a la falta de una alternativa plausible al sistema de relaciones sociales del capitalismo vertido en la democracia parlamentaria republicana, y a la ausencia de un instrumento ejecutivo o un apoyo social suficiente para proceder a la conquista del poder por medio de la fuerza. Al final, este «equilibrio de las incapacidades» para la subversión violenta, que evidenciaron tanto los sectores revolucionarios (ejemplificado en el seno del proletariado en la división estratégica planteada entre el anarquismo, el bolchevismo y el parlamentarismo reformista) como los contrarrevolucionarios (cuyo incompetente acoso al reformismo republicano quedó de manifiesto en su fracaso en impulsar una movilización de masas en sentido fascista) fue zanjado por el golpismo militar que, al fracasar parcialmente en la segunda mitad de julio de 1936, despeñó al país hacia la sima de la guerra civil. La consecuencia inesperada de la incapacidad que mostraron las alternativas planteadas sobre el tapete político para imponerse por vías pacíficas o de hecho fue la adopción de un modo arcaico (por ser extremadamente costoso) de resolución del conflicto sociopolítico: una guerra civil. Sin embargo, como puede constatarse en el tipo de violencia desplegada (evidente en el carácter reivindicativo y no revolucionario de las agitaciones campesinas desarrolladas durante el Frente Popular, o en el fuerte contraste existente entre la violencia paramilitar de preguerra y la genuinamente militar y represiva de la guerra), el conflicto que tuvo lugar de 1936 a 1939 demostró una conexión bastante tenue con las confrontaciones armadas del periodo de entreguerras, y más bien implicó una radical ruptura con las mismas. La violencia a gran escala la iniciaron los sublevados al alzarse contra el régimen republicano y provocar una división de los instrumentos de seguridad estatal, que degeneró en un peligroso vacío de poder. Éste se tradujo a su vez en una pérdida del monopolio de la coerción y abrió el camino a la revolución y a la violencia colectiva. Por tanto, la violencia no fue la causa, sino la consecuencia, manifestación y efecto de un golpe de Estado que, al frustrar sus expectativas de conquista inmediata al poder, degeneró en esa forma límite de resolución de conflictos por vía armada que fue la Guerra Civil.


      Paradójicamente, la propia dinámica interna del enfrentamiento armado de 1936 a 1939, no menos complejo en sus diversas líneas de fractura (contencioso de alcance internacional, conflicto sociopolítico entre reforma/revolución y contrarrevolución, conflicto cultural en torno a valores como la fe o la ciudadanía, o punto de ruptura entre el nacionalismo español centralista y los nacionalismos periféricos), coadyuvó a la reagrupación en dos bandos de los múltiples conflictos planteados con anterioridad. La inaudita oleada de violencia represiva que el fracaso parcial del golpe de Estado de julio generó en ambas zonas no tuvo parangón con otras conmociones políticas de épocas pasadas, y demostró un carácter fundacional, por cuanto hizo del conjunto del orden político existente una duradera tabla rasa. Fue entonces cuando la violencia como instrumento ocasional de acción política dejó paso a la violencia coactiva de largo alcance vinculada a la revolución y la contrarrevolución. En este análisis secuencial, el franquismo adquirió contornos específicos en la historia de la violencia política española, al imponer una violencia absoluta y exterminadora, basada en la destrucción física y moral de los vencidos en un sistema de terror oficial que caracterizó la dictadura hasta su etapa postrera. La segunda dictadura del siglo XX español puede ser interpretada sin ambages como un estado de excepción permanente, un fenómeno global de opresión social, pseudojuridicidad y persecución política que resultaba inherente a la naturaleza del régimen, cuyo carácter de coacción extrema no cambió con los años, aunque sí su instrumentalización a partir de la etapa desarrollista de los años sesenta. Durante esta década, la «juridificación» de la represión corrió paralela al tránsito de las estrategias de subversión armada, desde la resistencia guerrillera de la segunda mitad de los años cuarenta (el «maquis») al terrorismo separatista de ETA desde fines de los sesenta o a la guerrilla urbana del FRAP o los GRAPO a mediados de los setenta.


       


       


      Incorporación, aislamiento y reintegración internacionales


       


      Este inmenso trauma nacional no se atisbaba en absoluto al comienzo del periodo objeto de nuestro estudio. España inició la década de 1930 perfectamente integrada en las instituciones internacionales surgidas de la Gran Guerra. Había consolidado además su tradicional comunidad de intereses con Francia y Gran Bretaña, merced al Convenio Hispano-Francés del 5 de octubre de 1904, que implicó la adhesión a la Declaración Franco-Inglesa del abril anterior, y que fue ratificado en la conferencia hispano-británica de Cartagena de 8 de abril de 1907, en la cual España asumió el doble papel de mediadora entre sus dos partenaires y de elemento de contención de las aspiraciones expansionistas alemanas en el área africana. Los españoles, que asumieron a partir de 1912 responsabilidades protectoras en Marruecos, mantuvieron durante la Gran Guerra una actitud de neutralidad esmaltada con gestos pacifistas y humanitarios que reforzaron la imagen internacional de la monarquía. Tras el conflicto, el país no dudó en continuar esa política constructiva en el seno de la Sociedad de Naciones (SdN), siempre a caballo entre la tradicional política de neutralidad ante los conflictos europeos y el apoyo a las iniciativas diplomáticas de Francia y Gran Bretaña. Es cierto que Primo de Rivera sucumbió a una tentación revisionista en política exterior (en torno a asuntos como la obtención de un puesto permanente en el Consejo de la Sociedad de Naciones o la administración de Tánger), que implicó una ruptura circunstancial de los compromisos con la organización internacional entre 1926 y 1928 y un paralelo acercamiento al fascismo italiano (con el que se firmó un tratado comercial en noviembre de 1923) que actuase como contrapeso en el Mediterráneo para atemorizar a los garantes del statu quo marroquí, especialmente a Francia. Las consecuencias de esta equívoca política las acabaría pagando la Segunda República española.


      La Guerra Civil zanjó una etapa secular de la acción exterior, de cuño liberal, fundamentada en la necesidad de un entendimiento permanente con Francia y Gran Bretaña, el neutralismo en los asuntos continentales y la atención preferente al equilibrio mediterráneo. La tortuosa gestión diplomática del conflicto, y en concreto el inmediato apoyo nazifascista a los sublevados, el gradual deslizamiento de la Unión Soviética hacia la ayuda a la República y las consecuencias del Acuerdo intergubernamental de No Intervención del 7 y 8 de agosto de 1936 (con muy débil base en el derecho internacional de la época, y establecido al margen de la SdN) se tratan cumplidamente en varios pasajes de esta obra.


      La incidencia del conflicto civil en las alternativas de inserción internacional del régimen de Franco resulta evidente, y los años de la guerra mundial fueron, quizá, los más erráticos en política exterior de toda nuestra época contemporánea. La dictadura, fuertemente condicionada por los cambios radicales en el panorama político-militar europeo y por las tensiones de poder (sobre todo entre falangistas y militares) en la escena nacional, pasó de la neutralidad inicial a una no beligerancia favorable al Eje desde mediados de 1940, a la beligerancia moral contra la Unión Soviética un año más tarde y a una vergonzante neutralidad benévola hacia los Aliados desde fines de 1942. Hasta 1943 se esbozó una breve etapa de expansionismo retórico que implicó la manifestación de reivindicaciones territoriales sobre el imperio colonial francés y la difusión de un mensaje maternalista de tono veladamente imperialista en América Latina.


      Las secuelas de las guerras civil y mundial pesaron de forma decisiva a la hora de que el régimen franquista se replanteara su actuación en los tres ámbitos tradicionales de proyección exterior de la España contemporánea: Europa, América y el Mediterráneo. En el primero, la dictadura quedó sometida a la voluntad de las potencias anglosajonas, que, a partir de noviembre de 1944, extremaron una política de presión que desembocó en la condena del régimen y en casi un lustro de aislamiento internacional, desde fines de 1946 a la normalización diplomática de inicios de 1951 y el ingreso en la ONU de diciembre de 1955. La reintegración parcial en la comunidad internacional vino de la mano de la revalorización del espacio estratégico español mediante la intensificación de las relaciones con Washington y la voluntad de elevar los Acuerdos de Madrid de septiembre de 1953 a la categoría de tratado. El reforzamiento de un vínculo trasatlántico de carácter estratégico-militar aceleró además el tránsito hacia una economía de mercado compatible con la deseada adhesión a la recién creada Comunidad Económica Europea (CEE). Las posibilidades de participar de forma plena en este proyecto integrador continental dependían en gran parte del mantenimiento de buenas relaciones con los países miembros, pero el franquismo nunca consiguió una normalización diplomática absoluta, ya que el lastre que siguió arrastrando como último residuo dictatorial en Europa Occidental imposibilitó en primera instancia, y dificultó más adelante, el logro de esta aspiración europeísta hasta mediados de los años ochenta.


      Hacia América Latina, el régimen franquista ensayó una política de sustitución de carácter eminentemente cultural, que buscaba resaltar los vínculos históricos con el subcontinente como paliativo de la debilidad política y diplomática en Europa y como elemento de apoyo en los foros diplomáticos ante la inminencia del proceso descolonizador. El cambio más notable que se operó en esta área fue el tránsito desde la retórica imperialista de los años cuarenta al proyecto de «comunidad de pueblos iberoamericanos», de carácter más científico y técnico, que trató de impulsarse a partir de la década siguiente. Con el lento proceso de integración del régimen español en el bloque occidental, acaecido desde principios de los años cincuenta, la política hacia Latinoamérica experimentó una redefinición de planteamientos y de objetivos que tuvo, quizá, una trascendencia y una envergadura mayores que los cambios sufridos en esta faceta específica de la acción exterior durante los primeros pasos de la Transición a la democracia. El paulatino asentamiento del régimen franquista en la escena internacional no sólo estabilizó los objetivos políticos y los procedimientos jurídicos de la diplomacia española, sino que propició una mudanza de la tradicional actitud reactivo-defensiva desplegada durante el periodo del aislamiento y permitió la adopción de iniciativas exteriores más seguras, confiadas y positivas. La vieja fraseología retórica y sentimentaloide centrada en los valores de la hispanidad fue sustituida poco a poco por una política de iniciativas concertadas y concretas, en teoría establecidas desde un plano de igualdad y caracterizadas por un escrupuloso acatamiento de las soberanías nacionales y de los regímenes políticos específicos de cada país. Con todo ello, se fueron abandonando los ensayos de legitimación directa del régimen a partir de la búsqueda de una solidaridad ideológica (basada en afinidades anticomunistas y católicas) que mejorara la aceptación internacional de la España franquista, y se abordó un ensayo de integración más sensible a los intereses de los países latinoamericanos, mediante el ofrecimiento de programas de cooperación científica, técnica y económica que no prejuzgasen el sesgo político de sus gobiernos. El designio oculto era impulsar la creación de una Comunidad Hispánica de Naciones que pudiera transformarse, a medio plazo, en una fuerza política capaz de competir ante un nuevo orden mundial caracterizado por los procesos de concurrencia internacional.


      En el ámbito mediterráneo, el eclipse de las potencias europeas tras la II Guerra Mundial abrió el camino al renacimiento de los movimientos nacionalistas, con la consiguiente incertidumbre respecto al futuro de las posesiones coloniales. La política mediterránea había estado condicionada desde inicios del siglo XX por la presencia de España en Marruecos como potencia protectora, pero desde los años cuarenta el cerco internacional se había mitigado de alguna manera gracias a la acción diplomático-cultural sobre los países árabes. Fue, bien es cierto, una política vaga y retórica, con un carácter compensatorio de los desplantes recibidos en otros escenarios, y con el objetivo, fijado a medio plazo, de obtener los apoyos indispensables para lograr el ingreso en la ONU. Las crisis internas de Grecia, Turquía o Irán; los traumáticos procesos de descolonización de Argelia, Marruecos o Túnez; el recrudecimiento de la secular «cuestión de Oriente» con el establecimiento del Estado de Israel; y el auge de los movimientos panarabistas y panislamistas hicieron que España, aún convaleciente de la Guerra Civil y aislada por los vencedores de la guerra mundial, optara por mantenerse en una prudente expectativa, pero sin dejar de apoyar toda iniciativa tendente a la neutralización del área mediterránea. Ello no quiere decir que, desde el ámbito diplomático, se renunciara a jugar la baza de la posición estratégica de España en esa zona como modo de integración indirecta en el nuevo concierto internacional, señalando además que el país había desempeñado, en el primer tercio del siglo, un papel estabilizador en el «problema del Mediterráneo». Ante Estados Unidos, nueva potencia hemisférica, el régimen franquista intentó hacer valer su imagen de bastión antisoviético, estratégicamente situado entre el Mediterráneo y el Atlántico, entre Europa y África, y entre América y la única ruta marítima mundial que discurría a lo largo de los paralelos y en zona templada. La creación de la Liga de Estados Árabes según el Protocolo de Alejandría del 22 de marzo de 1945, la desastrosa intervención anglo-francesa en Suez en 1956, y los traumáticos procesos de descolonización que tuvieron que gestionar ambas potencias en Oriente y en la cuenca sur del Mediterráneo (especialmente Francia en Argelia y Marruecos) condicionaron indudablemente la política de España, pero mejoraron su reputación ante las naciones ribereñas, sobre todo por la actitud de tolerancia mostrada ante el proceso de independencia de Marruecos. La finalización oficial de los compromisos en el país magrebí a partir de 1956 clausuró de forma casi definitiva la trayectoria centenaria de la presencia colonial española en la zona, y con ella el declive del imaginario secular del «destino africano». La representación negativa del ámbito norteafricano como la «pesada carga del hombre blanco» dejaba paso a una actitud más respetuosa y constructiva, aunque no hay que olvidar que la última gran crisis internacional que tuvo que afrontar el moribundo régimen franquista estalló precisamente en esa zona, en torno a la descolonización frustrada del Sahara Occidental y su ocupación por Marruecos.


       


       


      La política interior: entre la reforma, la revolución y la contrarrevolución


       


      A lo largo de esta obra contemplamos el desplome sucesivo de dos regímenes políticos (la longeva monarquía, restaurada en 1875, y la efímera república de abril de 1931) y la consolidación del régimen dictatorial más duradero de nuestra historia contemporánea, que presuntamente iba a dar carpetazo a dos siglos de «decadencia nacional». Para muchos observadores coetáneos, en los años treinta se estaba librando el enfrentamiento definitivo entre la revolución y la contrarrevolución, planteado ya desde el comienzo del siglo XIX y recrudecido en diferentes coyunturas de crisis, como las de 1833 a 1840, las de 1868 a 1874 y las de 1917 a 1923. España vivía sumida en una encrucijada histórica tan decisiva como la de los años treinta del siglo anterior, en que la deriva bélica del enfrentamiento entre liberalismo y antiliberalismo situó al país en el primer plano de la escena internacional, donde las grandes potencias también se enfrentaron al dilema de la prescindencia o el intervencionismo. Pero, mientras que en la etapa de 1836 a 1840 se selló la consolidación del régimen liberal durante el espacio de una centuria, en 1939 el pensamiento reaccionario celebró la liquidación de gran parte de la cultura política liberal, que en el discurso oficial quedó asimilada durante más de tres décadas al declive histórico de España.


      Naturalmente, esta visión de la crisis española de entreguerras resulta simplista en exceso. La desembocadura autoritaria de esta confrontación no fue unívoca, y es preciso poner de relieve las alternativas en juego, que no difirieron en demasía de las que se plantearon en otros países europeos. Según Gregory M. Luebbert, la aparición y la consolidación de los diferentes regímenes políticos en la época de entreguerras no radicó en hechos concretos (como la Gran Guerra, la posguerra, la Revolución Rusa, la crisis de 1929 o el ascenso al poder del nazismo), en ser éstos importantes, sino en cuestiones a más largo plazo que tienen que ver con la naturaleza de las coaliciones de poder que se establecieron en las diversas naciones desde finales del siglo XIX, y su ulterior distorsión por la aparición de la clase obrera como nueva fuerza política. Los tipos de régimen que se fueron estableciendo derivaron de diferentes grados de éxito del liberalismo y de diferentes modelos de participación obrera en la política anterior a la II Guerra Mundial, se apoyaron en diferentes alianzas de clase, adoptaron diferentes respuestas ante la crisis económica y exhibieron planteamientos éticos muy distintos. Según Luebbert, todos los regímenes de la Europa de entreguerras se caracterizaron por basarse en una alianza de clases que se constituyó en contra de una clase excluida: la democracia liberal que se consolidó en los países más occidentales se fundamentó en la unión interna de las clases medias y en la alianza y cooptación del movimiento obrero reformista, que consolidó el poder burgués frente a la amenaza del obrerismo revolucionario menos cohesionado (al menos hasta la experiencia de los Frentes Populares) y unos sectores tradicionales en declive. La socialdemocracia que se estableció en los países escandinavos se basó en una alianza de la clase obrera urbana con el «campesinado familiar», que respetó la democracia política, pero no la ortodoxia económica liberal. La tercera alternativa fue el fascismo, que se impuso cuando las fuerzas liberales no lograron hacer prevalecer su hegemonía antes de la Gran Guerra por culpa de sus diferencias internas motivadas por diversas lealtades religiosas, lingüísticas o regionales, y tras ella se produjo la alianza entre el campesinado familiar y la burguesía urbana, el aplastamiento y la corporativización forzada de la clase obrera y el rechazo tanto de la política como de la economía liberal clásica. La cuarta opción fue la dictadura tradicional, en la que se enmarcarían el régimen de Primo de Rivera y la mayor parte de los regímenes autoritarios del sur y el este de Europa, que se implantó en países de industrialización tardía, con un importante peso de la agricultura tradicional, donde la aparición y la movilización de los nuevos sectores sociales al hilo del proceso modernizador contribuyeron a resquebrajar la alianza histórica de los sectores agrarios e industriales, que buscaron nuevos apoyos en defensa de sus intereses y los encontraron en la implantación de regímenes autoritarios con voluntad desarrollista, en los que el ejército o la monarquía, con apoyo de las fuerzas armadas, asumieron la dictadura como respuesta a los retos políticos que planteaba el desarrollo económico y social. Éste fue el caso de la dictadura de Primo de Rivera en España, que difirió durante siete años la pugna triangular (reflejada a escala local, nacional e internacional) entre reformismo democrático (socialdemócrata o liberal), autoritarismo corporativo (fascista o no) y revolucionarismo obrero en sus múltiples tendencias, que fue la quinta opción posible, si bien poco factible y circunscrita a la Unión Soviética hasta el desenlace de la II Guerra Mundial.


      A diferencia de lo ocurido en otros países, en España no se logró una consolidación del régimen democrático mediante el establecimiento de una nueva alianza de clases. La concertación política entre la pequeña burguesía progresista de ideología republicana y el movimiento obrero socialista que, con algunas intermitencias (1933 a 1935 y 1936 a 1937), perduró durante una década y fue la base del proyecto reformista republicano, fue puesta a prueba en sucesivas crisis, planteadas en torno a cuestiones clave como la secularización, la reforma de las relaciones laborales, el diseño del Estado o la estructura de la propiedad agraria. Octubre de 1934 fue, sin duda, una gran línea divisoria de la historia política republicana, ya que planteó una ruptura circunstancial de la adhesión de los nacionalismos periféricos y del movimiento obrero al régimen nacido el 14 de abril, que nunca volvió a disfrutar de tan amplio grado de legitimación social. Aunque la alianza del primer bienio se recompuso imperfectamente en el Frente Popular, ninguna de las fuerzas presentes en la España crispada de 1936 pudo volcar a su favor ese «equilibrio catastrófico» de opciones políticas, que acabó por derivar en una guerra civil. Como ya hemos indicado en el primer apartado de esta introducción, en el juego infernal a tres bandas planteado entre contrarrevolución, reformismo y revolución, la coalición reaccionaria compuesta en esencia por empresarios, grandes y pequeños propietarios y arrendatarios agrarios y clase media conservadora pudo hacer prevalecer sus intereses económicos y culturales gracias a la previa subordinación de sus intereses políticos al nuevo proyecto de Estado patrocinado por los militares rebeldes.


      En los cincuenta, a raíz de su inserción internacional y el cambio de signo económico, la dictadura franquista consiguió mantener e incluso ampliar ese consenso social primigenio abandonando su inicial vocación totalitaria, dulcificando sus contornos coactivos e iniciando un ambicioso proceso de institucionalización. Sin embargo, en esta hora de plenitud del régimen comenzaron a aparecer nuevas disidencias, plasmadas en formas de conflictividad más abiertas y multitudinarias que en la década anterior. Por ejemplo, la huelga de usuarios de tranvías convocada en Barcelona el 1 de marzo de 1951 y las protestas contra el alza del coste de la vida realizadas el 12 y el 14 de marzo, que contaron con la participación de casi medio millón de habitantes de la ciudad condal, tuvieron repercusiones inmediatas en el País Vasco los días 23 y 24 de abril. La gran novedad de la segunda mitad de la década fue la aparición de una oposición obrera y estudiantil desligada de la generación combatiente de la Guerra Civil. Al tiempo, en el seno del régimen, las fricciones entre los declinantes falangistas y los católicos en auge se enconaron al ritmo del aperturismo mostrado por ministros como Joaquín Ruiz-Giménez desde el Ministerio de Educación. También, desde el punto de vista político, los años de 1956 a 1959 marcan una línea divisoria entre dos etapas básicas del franquismo: la del nacional-catolicismo autárquico y la de la tecnocracia desarrollista.


       


       


      Los límites de la modernización social y económica


       


      La crisis española de los años treinta se ha interpretado como la gran encrucijada del siglo XX, la gran ocasión fallida para acelerar los procesos de modernización social y desarrollo económico. Justo es decir que la transición económica ya se había puesto en marcha a fines del siglo XIX, cuando el país experimentó un crecimiento moderado en un contexto marcadamente proteccionista e intervencionista (la llamada «vía nacionalista del capitalismo español»), que se mantendría en sus rasgos esenciales hasta más allá de la mitad del siglo. Desde el punto de vista social, si bien España seguía siendo en 1930 un país predominantemente rural, el notable cambio experimentado desde principios de siglo estaba acercando al país a las pautas sociales y demográficas, pero también económicas y culturales, de la Europa Occidental. Desde inicios de siglo se produjo un cambio de rumbo radical que condujo a duplicar la población en 80 años y se entró en lo que los expertos han denominado «transición demográfica», que fue el resultado de una caída de la mortalidad previa al descenso de la natalidad, y que en España se prolongó aún varias décadas más. En los primeros 80 años del siglo XX, la tasa bruta de mortalidad menguó a menos de la tercera parte, la de natalidad se redujo a menos de la mitad y la estructura de la población por edades cambió drásticamente, disminuyendo el porcentaje de jóvenes y adultos y aumentando el de mayores de 65 años. La población española pasó de 23.563.867 habitantes en 1930 a 26.014.278 en 1940, 28.117.873 en 1950 y 30.582.936 en 1960. Desde un punto de vista dinámico, el gran fenómeno de la época fue la huida del campo y la creciente urbanización. Ya en 1930, el 42 por ciento de la población vivía en las ciudades de más de 10.000 habitantes. Diez capitales de provincia superaban los 100.000 habitantes (Valencia, Sevilla, Málaga, Zaragoza, Murcia, Bilbao, Granada…), y Madrid y Barcelona rebasaban el millón. España se convirtió, por tanto, en un país más urbano, industrial y periférico, y con una población más joven, dispuesta a superar el pesimismo regeneracionista de sus mayores y más proclive a contagiarse del optimismo inherente a las nuevas vanguardias políticas, artísticas y culturales. Ese importante salto demográfico también se tradujo en un cambio en las costumbres: en los hábitos de la vida privada y del consumo, pero también de los comportamientos públicos, especialmente las estrategias de protesta.


      La neutralidad en la I Guerra Mundial brindó la ocasión de transformar la estructura productiva, pero, a partir de 1920, el cese de los efectos expansivos de la demanda exterior y la subsiguiente pérdida de competitividad de buena parte de los productos favorecidos por el auge bélico, la crisis bancaria, la reducción espectacular del número de sociedades inscritas, el sensible aumento de la conflictividad sociolaboral o el deterioro de las expectativas empresariales fueron factores que provocaron la consolidación de la ideología nacionalista, que ya dominaba en la economía desde fines del siglo anterior y que seguía siendo alentada por la falta de voluntad de los grandes grupos económicos de adaptarse a la nueva coyuntura interior y exterior. Los principales representantes de la producción nacional eran partidarios de preservar los mecanismos ajenos al mercado que les habían permitido mantener las tasas de beneficios extraordinarios en los años del conflicto europeo. Incapaces de racionalizar su actividad con criterios mínimos de eficiencia, encontraron en la política presupuestaria un mecanismo óptimo a corto y medio plazo para aumentar sus tasas de beneficio. Aunque el nacionalismo económico había recibido un importante estímulo desde la Gran Guerra, Primo de Rivera mantuvo y amplió la «vía nacionalista», avanzando hacia el proteccionismo, la autarquía y la supresión de elementos de mercado como el libre comercio y la libre competencia mediante el incremento del corporativismo y el intervencionismo estatal. La dictadura fue, sin duda, una de las etapas cruciales en el proceso de formación de la sociedad capitalista española, al prolongar actitudes anteriores (nacionalismo), acentuar otras (intervencionismo estatal, prácticas monopolistas, apoyo al poder financiero) y ensayar nuevas fórmulas de fomento de la producción y de distribución de la renta (organización corporativa, nuevas entidades crediticias, retoques en el sistema tributario, etcétera). Con todo, como señalan José Luis García Delgado y Juan Carlos Jiménez, la gran contradicción de este primer tercio de siglo radicaba en que el progreso en los ritmos de crecimiento sectorial contrastaba con la incompleta modernización abordada en los sectores agrícola, fiscal, crediticio y público. La política proteccionista fue la vía de escape a esta contradicción fundamental entre crecimiento económico y modernización institucional.


      El periodo histórico que analiza este libro comienza con las secuelas de la gran crisis de 1929 y finaliza con la llegada a España de las primicias del ciclo expansivo (los «treinta años gloriosos» que van desde 1945 a 1973, en expresión de Jean Fourastié) más importante que la economía mundial haya disfrutado en la época contemporánea. Fue, en principio, una época marcada por el fin del ciclo de crecimiento iniciado tras la guerra europea, con el impacto de la Gran Depresión en el exterior y la quiebra del régimen político monárquico en el interior. La necesidad de paliar los efectos de la crisis se unió a las presiones derivadas de las enormes expectativas de modernización social y económica que había generado la llegada del régimen republicano.


      La renovación del ocio fue uno de los indicios más sólidos de esa transformación social en sentido modernizador. En los años treinta, la radio, el cine o el fútbol hicieron su entrada plena en las costumbres y se convirtieron en distracciones generalizadas y en símbolos de los nuevos tiempos. Con la generalización de los espectáculos populares se desencadenaron tres grandes procesos: en primer lugar, la uniformización de los gustos, con el consiguiente abandono de las culturas localistas (acelerado por el éxodo a las ciudades) y las costumbres de clase u oficio. Por otra parte, los modelos de comportamiento impuestos por los espectáculos más vanguardistas anticiparon una cierta modernización de las pautas de vida material y social, generando entre la clase media —sobre todo entre la juventud estudiantil— una aspiración a vivir como la burguesía estadounidense de aquellos años. Por último, las diversiones populares en estadios, cines y cosos taurinos compitieron con las concentraciones políticas en mítines o manifestaciones. Los cambios en la sociedad española (sobre todo en la mesocracia urbana) hacia un mayor bienestar material condujeron a la constitución de la norma de consumo de masas y a importantes cambios en la fisonomía de las ciudades, donde los nuevos hábitos se plasmaron en la aparición de bazares y grandes almacenes que popularizaron, gracias al crédito y a la venta a plazos, la adquisición de bienes de consumo duradero. Y, con el desarrollo de las actividades comerciales y de servicios, la demanda de mano de obra femenina rebasó el marco tradicional, con lo que apareció un nuevo arquetipo femenino, más independiente y de mayor poder adquisitivo. Pero el cambio social también se pudo percibir, por ejemplo, en las relaciones de poder en el campo (con la secuela de una conflictividad rampante a partir de 1931), en unos comportamientos más liberales de la ciudadanía (sobre todo en las grandes urbes, donde el laicismo fue una importante manzana de la discordia, aunque no la única) o en el protagonismo público (en la educación superior, deporte, cultura, medios de comunicación, política, conflictos colectivos…) asumido por las mujeres y los jóvenes, que actuaron como vanguardia de esa revolución multifacética de las costumbres públicas y privadas, sociales, políticas y culturales patrocinada por la democracia republicana.


      El ambicioso impulso reformista del bienio de 1931 a 1933 (laicización, educación, defensa, relaciones laborales, propiedad agraria, descentralización…) y su rectificación en la etapa de 1934 a 1935 se desplegaron en un contexto de crisis económica internacional, que se tradujo en una caída de las exportaciones, de las entradas de capital y de la inversión privada; unas fuertes tasas de desempleo (que en España no superó el 10 por ciento de la fuerza laboral, aunque, a diferencia de en los países industrializados, fue un paro más persistente y centrado en el sector agrícola) y una reducción del flujo migratorio que incidieron en el aumento de la conflictividad sociolaboral, que alcanzó su punto culminante en el bienio de 1933 a 1934. A pesar del aislamiento relativo de la economía española, el crecimiento se estancó y no se consiguió superar la renta de 1929; es más, ésta llegaría incluso a caer un 12 por ciento entre 1929 y 1932, aunque se recuperó en los dos años siguientes. El crack de Wall Street no hizo sentir sus primeros efectos en España hasta bien entrado 1931, y sus repercusiones fueron harto desiguales: no tuvo el calado de otros países, ni en descenso de renta nacional ni en paro ni en deflación de precios, pero la recuperación a partir de 1933 fue mucho más lenta, lo que era síntoma de un claro estancamiento económico. El relativo aislamiento de la economía española y la importancia del sector agrario, que obtuvo en 1932 y 1934 excelentes cosechas (lo que provocó un exceso de oferta y el hundimiento de los precios), compensaron en parte la caída de los sectores industriales, cuya producción se redujo un 15 por ciento entre 1929 y 1933. Pero la recuperación que experimentaron los países europeos más desarrollados a partir de ese año fue apenas perceptible en España. La crisis de 1929 cerró además la espita migratoria, lo que agravó la precariedad del mercado de trabajo. La Guerra Civil y la II Guerra Mundial prolongaron el bloqueo de los flujos tradicionales de emigrantes hacia América Latina.


      El conflicto que tuvo lugar de 1936 a 1939 interrumpió de forma brusca el proceso de moderado crecimiento que la economía española venía experimentando desde principios de siglo. Fue un dramático salto atrás de casi 20 años: una década después de finalizar la guerra, la renta per cápita seguía estando un 27 por ciento por debajo del nivel de 1935, y en 1950 el consumo por habitante había quedado reducido a la mitad del que se había alcanzado 20 años antes. Mientras que la producción industrial per cápita no recuperó hasta 1952 sus niveles de 1930, la agraria sólo alcanzaba en 1950 el 78 por ciento de la lograda antes de la guerra. En su conjunto, la economía española tardó 12 años en superar el nivel real de producción anterior al conflicto.


      La población española de posguerra, reducida a 25,87 millones de personas tras la pérdida de 600.000 muertos o exiliados en la guerra y la inmediata posguerra, tuvo una recuperación muy lenta. Entre 1939 y 1943, las pésimas condiciones de vida y la falta de higiene, con su cortejo de desnutrición y de epidemias, provocaron 200.000 muertes por encima de la tasa de mortalidad de preguerra. El crecimiento vegetativo alcanzó su mínimo en 1941, con el 0,9 por mil, y sólo recuperó su nivel anterior al conflicto civil en 1948, con el 12,1 por mil. El gran cambio poblacional de los años cuarenta vino con la emigración a las zonas urbanas más desarrolladas. La pérdida de peso económico del sector agrario explica ese cambio de flujo migratorio, que desde mediados de los cincuenta dejó de dirigirse de forma preferente a América Latina para encaminarse mayoritariamente en los sesenta hacia los países más industrializados de la Europa Occidental.


      La evolución demográfica fue un aspecto secuencial del vasto proceso de involución social que impuso la dictadura de Franco, y que no significó un mero retorno a la situación anterior a la Segunda República, sino una auténtica redefinición del orden social y político bajo parámetros marcadamente reaccionarios, donde la revolución, la democracia o el liberalismo fueron condenados indistintamente como ajenos a la misma naturaleza de lo español. El ambiente de recristianización forzada de la sociedad impulsado por el gobierno, por instigación del sector más integrista de la Iglesia católica, no sólo afectó a los defensores de los valores izquierdistas, republicanos o democráticos, sino que se abatió sobre las clases desposeídas y, especialmente, sobre las mujeres, que perdieron la mayor parte de los derechos civiles y políticos logrados con la Segunda República y quedaron relegadas al ámbito doméstico, al matrimonio y a la maternidad.


      Al igual que en los comportamientos públicos, el régimen franquista mantuvo tras la guerra una política económica ordenancista, centralizadora e intervencionista, que lastró la reconstrucción del país y condujo a una década de estancamiento, penuria y escasez. La autarquía como opción de nacionalismo económico a ultranza tuvo justificaciones internas (la reconstrucción económica tras la Guerra Civil) y externas (las limitaciones de mercado impuestas por la guerra mundial) y, tras 1945, se siguió disculpando por el aislamiento internacional. Para la reconstrucción, el régimen no optó por una política de préstamos internacionales, sino que, en consonancia con la doctrina económica imperante en los países fascistas, mantuvo una política fuertemente intervencionista en busca de la autosuficiencia y la autofinanciación. La sustitución de los mecanismos de mercado por una extensa batería de instancias reguladoras y fiscalizadoras, el dirigismo económico despreocupado de los costes y la eficiencia en la producción, y el sistema de asignación burocrática de los recursos lastrado por la corrupción no sólo aplazaron la recuperación material durante tres lustros —cuando los países europeos occidentales salidos de la guerra mundial lo hicieron en menos de uno—, sino que provocaron un significativo trasvase de renta desde las capas sociales más desfavorecidas a las más privilegiadas por el régimen, y generaron importantes desequilibrios a medio y largo plazo. Más allá del tantas veces citado influjo fascista, la autarquía había sido una opción generalizada de respuesta a la crisis de 1929 en buena parte de Europa, y se transformó en un eficaz medio de control social sobre las clases populares, con lo que se convirtió en una de las piedras angulares de la consolidación de la dictadura. La orientación autárquica de la política económica general fue, en efecto, un ingrediente más del control social, al propiciar una elevada tasa de explotación de una fuerza de trabajo absolutamente inerme, tras la pérdida de las conquistas obtenidas en las dos décadas anteriores: salario mínimo, jornada laboral, contratación colectiva, etcétera. Con ello, el franquismo apoyó a los sectores menos dinámicos del capitalismo español, aquellos (trigueros castellanos y andaluces, industriales catalanes y vascos) que, desde el siglo XIX, habían formado el grueso del lobby proteccionista y habían sido los beneficiarios directos de la victoria en la Guerra Civil. La autarquía fue, como asevera Paul Preston, el precio económico del mantenimiento de Franco en el poder, pero también la garantía inmediata de preservación de los intereses de sus apoyos sociales más cualificados.


      A partir de 1949, el proceso de modernización económica volvió a acelerarse: España entró en una fase de fuerte crecimiento, ayudada por el cambio del ciclo económico estimulado por la reactivación de los flujos comerciales que propiciaron tanto el Plan Marshall como la Guerra de Corea. Ello supuso un rápido ascenso de la demanda internacional de materias primas, que benefició directamente a la exportación española. Los primeros pasos de la liberalización (la «preestabilización») se dieron en 1951, aunque todo este proceso gradual tomó impulso tras el ingreso en el FMI y la OECE en 1958. El régimen había tardado una década en encontrar la senda de la liberalización, pero se demoró otra en transitar por ella sin dificultades. A mediados de 1959 se optó in extremis por eliminar los obstáculos que dificultaban el aprovechamiento de la favorable situación económica internacional. De modo que, si la Guerra Civil es la coyuntura histórica clave del periodo y el eje sobre el que gira —aún hoy— nuestra historia reciente, desde el punto de vista económico el gran cambio se produjo a partir de los decretos del verano de 1959 sobre disciplina financiera y liberalización económica interna y exterior. Fue entonces cuando comenzó a revisarse una política económica (el «viraje proteccionista del capitalismo español») con más de 70 años de vigencia. Aunque se produjo una depresión coyuntural, las medidas reactivadoras y la intensificación de las relaciones exteriores (en transacciones comerciales, remesas de emigrantes, flujos de capital y divisas por turismo) favorecieron la expansión de la economía española y sentaron las bases del gran despegue económico español de los años sesenta. Sin duda alguna, dieron principio a una nueva etapa en la vida social y política de la España franquista, caracterizada por la modernización social y cultural que presidió sus últimos tres lustros, y que fue erosionando la base de consenso del régimen sin llegar nunca a derribarlo.


       


       


      De la Edad de Plata al «tiempo de silencio»: la cultura española a mediados del siglo XX


       


      La característica más destacada de la producción cultural posterior a la Gran Guerra fue, según José-Carlos Mainer, esa confrontación entre lo viejo y lo nuevo, entre la tradición rural y la expansión capitalista moderna; el tránsito, en suma, hacia la modernidad. La alta cultura reflejó el proceso de modernización del país y dejó de lado los temas ruralistas, patrióticos y casticistas de la generación anterior. En 1929 y 1930, la primera crisis de las vanguardias posibilitó la aparición de un nuevo humanismo, simbolizado en el «romanticismo revolucionario» o «nuevo romanticismo» de la novela social influida por el realismo moderno y opuesta a la poesía «pura». Ese tipo de literatura comprometida, en las antípodas de las prioridades esteticistas de la generación del 27, apareció integrada en las actividades paralelas de tipo cultural impulsadas por los intelectuales anarquistas y socialistas, que favorecieron la difusión de una literatura de acusado tono militante.


      La República, heredera de la tradición liberal y democrática del XIX y del regeneracionismo noventayochista, se planteó como un nuevo comienzo, una reactivación de la vida intelectual y moral de España, atenazada por el conformismo restauracionista. Más de 100 diputados de las Cortes Constituyentes eran profesores universitarios, escritores y periodistas. La cultura y la educación fueron impulsadas y patrocinadas desde el poder como un elemento básico del programa de construcción de la nueva ciudadanía republicana. Con todo, se mantuvo la tensión entre el cosmopolitismo de las vanguardias y los particularismos culturales de las regiones periféricas (sobre todo Cataluña y, en menor medida, País Vasco y Galicia) frente al proyecto unitarista republicano y el populismo españolista, que siguió siendo la seña de identidad de las clases populares.


      Frente al experimentalismo de las vanguardias, la dramática evolución política de la República aceleró la toma de conciencia política y social de los intelectuales, y la radicalización de buena parte de ellos en torno al revolucionarismo marxista (con la Revolución de Asturias como nuevo mito referencial), el monarquismo autoritario o el irracionalismo y el ultranacionalismo fascistas. El estallido de la Guerra Civil no hizo sino enconar este proceso de polarización, en el que las represalias, los exilios o las declaraciones más o menos forzadas de compromiso político afectaron a unos intelectuales —sobre todo a los de la generación más joven— que, desde ambos bandos, interpretaron la actividad cultural como un factor esencial de la propaganda de guerra.


      La victoria franquista de 1939 supuso el abrupto final de la Edad de Plata de la cultura española iniciada en 1898 y continuada por las generaciones literarias de 1914, 1927 y 1936, y el comienzo del «tiempo de silencio» evocado en la novela homónima de Luis Martín-Santos, ambientada a fines de los cuarenta y publicada bajo censura por vez primera en 1962. El exilio, la muerte o el ostracismo fue el destino que los intelectuales republicanos sufrieron de manos de un régimen ultraconservador, católico y anticomunista que siempre desconfió del pensamiento crítico e independiente, que cedió a falangistas y católicos el control y la explotación de un erial cultural complacido en la mística de la «cruzada», pero que, a la postre, fue incapaz de detener el desarrollo de una cultura moderna y madura a lo largo de las décadas de 1940 y 1950. El derrumbe de los fascismos en 1945 aceleró el declive de la cultura falangista y el alejamiento del mundo oficial de alguno de sus más conspicuos representantes, como Dionisio Ridruejo. Esta crisis de la cultura oficial posibilitó la reaparición, desde fines de los cuarenta —y, en buena parte de los casos, bajo el patrocinio de intelectuales falangistas desengañados—, de la cultura de tradición liberal heredera de las anteriores generaciones y de una literatura de compromiso social: la generación realista que, desde 1955, utilizó la literatura como instrumento de crítica a la situación social y política.


      La liberalización económica de los años cincuenta también puso en peligro el «ideologismo autárquico» del régimen, que había asumido el nacional-catolicismo como ideología legitimadora. Incluso antes de la apertura del Concilio Vaticano II a inicios de 1959, la cultura católica española de cuño integrista estaba haciendo aguas: la tímida liberalización cultural producida entre 1952 y 1956, facilitada desde el Ministerio de Educación Nacional por Joaquín Ruiz-Giménez y sus más estrechos colaboradores, desembocó en los primeros ensayos de pluralismo restringido, de reconciliación intelectual entre vencedores y vencidos, y de protesta criptopolítica con un evidente sesgo generacional (impulsada en el ámbito cultural universitario por jóvenes de la desencantada clase media que no habían participado en la guerra), cuyo primer episodio auténticamente conflictivo fue la protesta estudiantil de febrero de 1956. Al año siguiente se consumaba el ascenso al poder del Opus Dei, pero la unidad ideológica de la Iglesia estaba comprometida y, con ella, una de las bases legitimadoras del régimen. A pesar del proverbial inmovilismo político del régimen de Franco, las mutaciones sociales y económicas de los años sesenta trastocaron para siempre la escala de valores de los españoles y abrieron el camino a una cultura más plural y crítica con la autocracia.


      Nuestro análisis se detiene en el umbral de la España reciente: en la etapa final del último ciclo bélico del siglo XX; en el fin del aislamiento internacional y el comienzo de la aspiración a la integración económica e institucional con Europa; en los años de mayor estabilidad social y política del régimen de Franco; pero, también, en el inicio de la andadura de los nuevos movimientos de oposición y, en el momento de la apuesta por el libre mercado, en un marco de economía de planificación indicativa, que conduciría a España a una rápida transición desde una economía industrializada a una sociedad de servicios con rasgos culturales posmodernos. En el preludio, en suma, del cambio democrático de los años setenta.
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